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Ha sido interpuesto recurso de apelación por el apoderado de JUAN MANUEL MANRIQUE ÁLVAREZ y CARLOS ARTURO SOTO GONZÁLEZ contra la sentencia anticipada proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira el día once (11) de enero de 2005, proveído mediante el cual fueron condenados los procesados a la pena de veinte (20) meses y veinte (20) días de prisión como coautores del delito de Hurto Calificado y Porte Ilegal de Armas, procede la Sala a hacer el pronunciamiento respectivo.  

1.- HECHOS

El veintiocho (28) de octubre de 2004 en horas de la noche, el señor WALTER TABARES RODRÍGUEZ fue abordado por dos individuos que de manera violenta (mediante el uso de arma de fuego) lo despojaron de su motocicleta Yamaha V-80 de placas MLJ-18A y de otros elementos que llevaba consigo. Esto ocurrió en la vía que de Pereira conduce al municipio de Marsella.  

2.- IDENTIDAD 

2.1. JOSÉ MANUEL MANRIQUE ÁLVAREZ nació en Pereira el veintisiete (27) de mayo de 1973, es hijo de José Antonio y María del Carmen, se identifica con la cédula No 10.017.230 de Pereira, convive en unión marital de hecho con María Ludivia Arenas, estudió hasta noveno grado de básica secundaria y ha laborado como conductor.  

2.2. CARLOS ARTURO SOTO GONZÁLEZ, nació en Pereira el día veintitrés (23) de diciembre de 1982, es hijo de Jesús Emilio y Luz Marina, se identifica con la cédula No 4.518.791 de Pereira, estudió hasta tercer grado de básica primaria, es soltero y no tiene ocupación definida.  
3.- CARGOS 

Acompañados de su defensor, los dos sindicados acudieron ante la Fiscalía Treinta y Uno Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Pereira, despacho que luego de una narración de lo fáctico, imputó las conductas de Hurto Calificado (por haber sido sobre un automotor) en concurso con porte ilegal de armas. Los interesados manifestaron su aceptación incondicional de los cargos. 

Esta Sala, en providencia del nueve (9) de marzo del presente año, decretó la anulación de lo actuado a partir del acta de acogimiento a sentencia anticipada, por errónea calificación. Una vez dispuesta la reanudación del acto ante la Fiscalía 31 Delegada, se hizo una nueva imputación, en la cual se volvió a incurrir en un yerro insaneable que dio lugar a que el señor Juez del conocimiento aniquilara otra vez la susodicha acta. Finalmente, se elaboró la acusación acorde con los hechos conocidos y en esa forma se dio por cerrado el ciclo procesal con sentencia de mérito que impuso condena sin beneficio liberatorio.

4.- SENTENCIA 

En su fallo, el Juez de primero grado dio por acreditada la materialidad de las conductas punibles y la responsabilidad de los incriminados; ello con ocasión del informe de policía que daba cuenta de una aprehensión flagrante (estaban en poder del rodante poco después de la ocurrencia del ilícito), de las confesiones de los procesados desde un primer momento (con la consiguiente entrega del arma de fuego), del concepto de balística, y del final acogimiento a sentencia anticipada.

Al concluir su decisión, lacónicamente dejó dicho que no había lugar al subrogado por “la personalidad exhibida”, dado que “utilizaron arma de fuego con la cual pudieron herir o matar a su víctima, para cuyo efecto bastaba que hubiese opuesto resistencia”.

5.- RECURSO 

El señor defensor, en esta ocasión, sostuvo a favor de sus prohijados:

- Ellos siempre han estado dispuestos a cumplir con los compromisos judiciales, pues en todas las ocasiones en que se les ha citado han comparecido al instante.

- En todo ese tiempo, cerca de un año, no han vuelto a delinquir; tampoco tenían antecedentes, pues esto fue un lamentable hecho ocurrido por los apremios económicos que estaban padeciendo en sus hogares.

- En este momento se encuentran juiciosamente laborando, atendiendo sus obligaciones como esposos y padres.

- Pagaron integralmente los perjuicios, como prueba de arrepentimiento, razón por la cual la víctima desistió de su pretensión en el proceso.

- Tanto la defensa como la Fiscalía, conocieron de cerca la clase de personas que son, y la importancia de conceder en este caso la libertad provisional, razón por la cual al unísono solicitaron del señor Juez la concesión del subrogado al momento de proferir su fallo.

- Lo que la sentencia les está enrostrando es una suposición futura sin sustento, pues aquí lo único que se sabe es que el arma fue exhibida, en ningún momento disparada. Eso estaba dentro de las posibilidades, pero en realidad nunca ocurrió en la realidad de lo acaecido.

6.- SE CONSIDERA
6.1.- Anotaciones previas

Dos situaciones llaman la atención de la Sala y es preciso anunciar en forma previa:

- La Fiscalía, al momento de notificarse personalmente de la decisión interpuso recurso de apelación, pero no lo sustentó; con lo cual, lo procedente por parte del Juzgado era declarar desierto el recurso (mediante auto de sustanciación notificable al decir de los artículos 176 y 194 C.P.P), pero así no se obró. Esta irregularidad, no amerita pronunciamiento anulatorio alguno habida consideración a que la decisión que aquí habrá de tomarse favorece en últimas el interés mostrado en este asunto por el ente Fiscal en lo que a la concesión del sustituto se refiere.

- En segundo término, la forma de dosificar la pena amerita reparo, toda vez que no se dio aplicación a los últimos pronunciamientos jurisprudenciales acerca del momento en el cual se debe hacer el descuento por reparación integral de perjuicios. No obstante, el Tribunal se abstendrá de hacer correcciones que podrían ir en perjuicio de los aquí procesados, por respeto al principio de la no reformatio in pejus y porque la pena impuesta no fue objeto de impugnación por parte del apelante único.

6.2.- Subrogado

El caso que se pone en consideración del Tribunal, presenta dos características contrapuestas en orden a negar o conceder el subrogado de la ejecución condicional de la condena. 

Una parte negativa, consistente en que se trató de un comportamiento grave, propiamente, por haber actuado pluralidad de personas -dos-, prevalidos de un arma de fuego hechiza, para atentar alevemente contra el patrimonio ajeno (persona que transitaba en su moto y fue sorprendida en la vía pública).

Y una cara positiva, desde el punto de vista personal y familiar, pues se trata de personas de escasos recursos económicos, sin antecedentes judiciales, que dicen en sus sendas confesiones haber obrado porque uno de ellos tenía a su hijo enfermo (nos referimos a Carlos Arturo Soto), estaban desempleados, resarcieron integralmente a la víctima quien presentó desistimiento, se muestran arrepentidos, se han presentado en múltiples ocasiones ante los estados judiciales a responder por este acto y, actualmente, al decir de la defensa, se encuentran trabajando y cumpliendo con sus deberes como esposos y padres.

Si apreciamos lo negativo, no hay duda que la razón está de parte del señor Juez, pues un hecho de estas connotaciones merece el más hondo reproche social, como de contera se ha sostenido en diversos pronunciamientos judiciales, dado que el uso de arma de fuego lleva inmersa la potencial (que no hipotética) afectación de la integridad física, en forma inminente, pues precisamente se lleva consigo para doblegar la voluntad de la víctima.

Empero, si apreciamos el aspecto favorable, todo nos está indicando que este caso es especial por concurrir un sinnúmero de factores que llaman la atención en orden a predicar que estas personas en efecto estaban pasando por una situación personal y familiar bien difícil en aquél momento, que era primera vez que incursionaban en comportamientos al margen de la ley, y que hay razones para pensar en un real arrepentimiento de su parte; pero, ante todo, y es lo que la Sala ahora resalta, que han estado atentos a los requerimientos judiciales, se han notificado de todas las decisiones, y han estado en libertad hace ya UN AÑO y no se tiene noticia de incumplimiento a los compromisos judiciales, ni han vuelto –que se sepa- a incursionar en conductas ilícitas o irregulares, con lo cual, existe un pronóstico sumamente favorable para predicar que están en capacidad de cumplir un compromiso como el que implica una suspensión de la pena, haciéndose innecesaria la reclusión en tan particulares condiciones pues todo indica que el objetivo rehabilitador, fin último de la pena, se está cumpliendo.

Ha sido criterio del Tribunal, que en este tipo de eventualidades en donde no obstante la gravedad del hecho cometido se dio lugar por diversas circunstancias a la liberación temprana del procesado y durante un tiempo considerable se pudo comprobar su propósito de enmienda y un comportamiento acorde con las exigencias sociales, que las cosas permanezcan inmutables a la espera de un seguimiento que defina si conviene o no mantener esa liberación. Y es lo aconsejable, pues no obstante que la determinación inicial y consecuente debió ser la privación de la libertad por el principio retributivo de la pena, el hecho ya inevitable de existir interrupción de continuidad en la detención, nos impone reconsiderar la posición en aras de no imponer a ultranza el retorno a prisión, para que se cumpla una sanción de corto tiempo que podría no arrojar los resultados positivos esperados y de contera podría interrumpir lo ganado hasta el momento.

Si Defensa y Fiscalía están de acuerdo en que del estudio personal y directo de los aquí procesados y de su entorno familiar, se hace aconsejable la permanencia en liberación, el Tribunal confiará en esa aseveración y dirá que continúen en la situación en que se encuentran, a la espera de un período de prueba que pueda determinar si están o no en condiciones de hacer una vida acorde con las exigencias sociales.

Por esos razonamientos, y aún respetando la comprensible motivación que contiene la decisión del señor Juez de primer grado, la Sala optará por la revocatoria pues estima que también tiene asidero la tesis propuesta por el señor defensor en su recurso.

7.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la providencia objeto de impugnación, pero la MODIFICA por cuanto se dispone que los aquí procesados continúen en libertad bajo los compromisos propios del subrogado de la condena de ejecución condicional que lo será por el término de tres (3) años y será garantizado con caución juratoria al comprobarse la precaria condición económica en la que se encuentran. Suscríbase el acta de compromiso correspondiente, en donde se obligarán a no cambiar de residencia sin previo aviso, a no volver a delinquir, comparecer ante la autoridad que vigila el cumplimiento de la pena impuesta y no salir del país sin la aprobación de tal funcionario, a tono con lo dispuesto en el artículo 65 del Código Penal. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           
VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARIO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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